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L a nueva regulación de los pro-
cedimientos de intervención
de entidades de crédito apro-

bada en el Real Decreto-ley 24/2012,
de31deagosto,dereestructuracióny
resolución de entidades de crédito
(“RDL”) es una regulación propia de
la situación extrema que estamos vi-
viendo en el sector financiero en Es-
paña y, sin duda, apropiada en sus
términosgeneralesparagestionardi-
chos procesos con eficacia y con ga-
rantía de finalizarlos de acuerdo con
uncalendariopredefinido.

La vigente Ley 26/1988, de 29 de
julio, de disciplina e intervención de
entidadesdecrédito,dedicaunospo-
cos artículos a la regulación de la in-
tervención de entidades de crédito,
sin mayores detalles sobre posibles
apoyos financieros o los requisitos,
procedimientos y derechos y obliga-
cionesdelasdiversaspartesinteresa-
das.

Esta laguna vino a ser colmada con
la regulación contenida en el Real
Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio,
que creó la figura del Fondo de Rees-
tructuración Ordenada Bancaria
(“FROB”), dotándolo de los recursos
financieros oportunos para atender
lasnecesidadesdefinanciacióndelas
entidades de crédito en apuros y en-
cargándolelagestióndelasentidades
de crédito que fuesen intervenidas
con sustitución de su órgano de ad-
ministración como fue el caso de Ca-
jasur, Caja Mediterráneo/Banco
CAMyBancodeValencia.

Utilidad
Dicharegulaciónhasidoútilyhaper-
mitido al FROB jugar un papel muy
relevanteenelprocesodeconcentra-
ción y reestructuración del sector fi-
nanciero, pero no aseguraba una eje-
cución sin dilaciones y sin trabas de
losplanesdereestructuraciónocapi-
talización que aprobase el Banco de
España,yaquelosmismosdebíanso-
meterse a la regulación general de la
Ley de Sociedades de Capital, en el
casodebancos,ydelasleyesestatales
y autonómicas en el caso de las Cajas
deAhorroyCooperativasdeCrédito,
conlasconsiguienteslimitacionesala
actuación del FROB e incoherencias
entreelrégimenpúblicodelaentidad
ylasdisposicionesdelDerechopriva-
do.Lanuevaregulacióncontenidaen
elRDLdotaalFROBdeunasfaculta-
des extraordinarias pero necesarias
enunasituacióncomolaactual.

Entre dichas facultades especiales
del FROB cabe destacar la facultad
contenidaenelartículo61.c)queatri-
buye al FROB todas aquellas faculta-
des que correspondan a la junta o
asamblea general de la entidad nece-
sarias para llevar a cabo el proceso de
reestructuración o de resolución or-
denadaenloscasosenquedichajun-
ta o asamblea general “obstaculice o

rechacelaadopcióndelosacuerdos...
oenlossupuestosenqueporrazones
deextraordinariaurgencianoseapo-
sible cumplir con los requisitos exigi-
dos por la normativa vigente…”, en lí-
nea con lo exigido en el apartado 20
del Memorandum of Understanding
dejuliode2012suscritoporelEstado
españolconlaComisiónEuropeapa-
ra obtener el préstamo de hasta
100.000 millones de euros de la Eu-
ropeanFinancialStabilityFacility.

Subyace en ello el conflicto entre,
por una parte, el interés de los accio-
nistas de las entidades intervenidas
de decidir, en el ámbito de su junta o
asamblea general, las medidas opor-
tunas y, en definitiva, el destino de la
entidady,porotraparte,elinterésge-
neral, representado por el FROB co-
mo entidad pública, de ejecutar los
procesos de reestructuración o reso-
lución ordenada de las entidades de
créditodeunamanerarápida,sintra-
bas y de acuerdo con los objetivos y
principiosseñaladosenelRDL,espe-
cialmente el relativo a que “los accio-
nistas,cuotapartícipesosocios,según
corresponda, de las entidades serán
losprimerosensoportarpérdidas”.

En nuestra opinión, resulta cohe-
rente no dejar en manos de quienes
debensufriresaspérdidasladecisión
final sobre la aprobación y ejecución
de mecanismos que van destinados
precisamente a materializar dichas

pérdidas en el patrimonio de dichos
accionistas.

En el mismo sentido destaca la fa-
cultad del FROB de acordar y ejecu-
tar la transmisión de las acciones re-
presentativas del capital social de la
entidad de crédito “cualesquiera que
seansustitulares”,siemprequeseha-
ga en condiciones de mercado, sin
necesidad de obtener el consenti-
miento de sus titulares y sin someter-
se a los procedimientos societarios
aplicables.

La posición jurídica, por tanto, del
accionista de una entidad de crédito
que es objeto de un proceso de rees-
tructuración o resolución ordenada
ha variado sustancialmente, quedan-
do muy limitada su capacidad para
decidirsobreelfuturodelaentidad.

Queda por ver cómo se aplica a ca-
dacasoycómoseconjuganlosdiver-
sosinteresesafectados,perosinduda
el ámbito de decisión que correspon-
de a los accionistas de entidades in-
tervenidas resulta ahora coherente
conlossuperioresinteresesdeestabi-
lidad del conjunto del sistema finan-
ciero y de acreedores, depositantes y
contribuyentes que están en juego en
cada proceso de reestructuración o
de resolución ordenada de una enti-
dad de crédito, especialmente en un
momento tan convulso para el sector
comoelquevivimosactualmente.

L a creación de conocimiento y tecnología en Espa-
ña debe ser objeto de análisis rigurosos, sobre cri-
terios comúnmente utilizados por los países que

se afanan en esta tarea. Son análisis que cobran especial
importancia en estos momentos de crisis económica y
reducción de gastos. La pregunta es hasta qué punto no
estaremos renunciando a una inversión, esencial para el
futurocomoeslaI+D,sielapoyoanuestrosistemacien-
tífico-técnico no alcanza la prioridad suficiente. Priori-
dad suficiente puede significar, en algunos casos, no re-
ducirsinoaumentarelesfuerzoinvestigadorentiempos
decrisis,comoasíloacreditanpaísescomoAlemania.En
esta situación, algunos se plantean si es competitiva y
rentablelaI+Dtalcomoseorganizayejecutaentrenoso-
tros. No faltan quienes responden descalificando global-
mente a la investigación española, o señalando que debe
desaparecercualquiergastopúblicoenI+D.

La pregunta sobre la competitividad y la rentabilidad
de nuestra investigación constituye un reto, en especial
paraquienesformamospartedesistemadecienciaytec-
nología, cuya organización es con frecuencia cuestiona-
da.Perobastaríaconanalizarloqueocurriríasinuestros
programas, proyectos o centros de in-
vestigación (incluidos los de las univer-
sidades)desaparecieran.Careciendode
esas infraestructuras, nuestra depen-
dencia exterior se extendería no ya al
avance del conocimiento, sino a su pro-
pio manejo. La enseñanza y la forma-
ción de universitarios, especialmente
en algunos niveles, depende de un profesorado que ne-
cesariamente ha de tener experiencia y realizaciones in-
vestigadoras. En todo ello están las claves de la rentabili-
dad de nuestra inversión en I+D. Pero la creación de co-
nocimientoademássehadesercompetitivaenunmun-
doglobalizado,loqueexigetambiénuncontinuoesfuer-
zo de actualización de las políticas. No cabe duda de que
tenemos que participar con decisión en la tarea científi-
co-técnica del bloque europeo al que pertenecemos, ne-
cesitado también de actualizar sus esfuerzos porque
pierdeposicionesantelosbloquesclásicos(USA,Japón)
olasáreasgeográficasemergentes.

Los criterios de rentabilidad y competitividad se han
de considerar, sobre todo, a medio o largo plazo, pero
igualmente hace falta un esfuerzo permanente de refor-
mayactualización.Lapasadalegislaturamarcóunpreo-
cupante punto de inflexión hacia al retroceso de nuestra
I+D. En estas mismas páginas señalé que, con los datos
de2008,renunciábamosabiertamentealaconvergencia
europea,hacialaqueestábamosavanzando.Fuepatente
el descenso de la inversión en I+D, aunque maquillado
encuantoaindicadoresporlacaídadelPIB.Lalegislatu-

ra se saldó con la aprobación de una nueva Ley de la
Cienciaquesignificamuypoco.Entreotrascosasporque
estaleyrenunciaalareformafundamental, ladedoster-
ciosdelsectorpúblicoinvestigador,esdecir, laUniversi-
dad.Losresponsablesdelaactualadministraciónnode-
benengañarse,lareferidaleyqueheredarondeZapatero
no supone la solución de ningún problema de nuestro
sistemacientífico.SeránlaspolíticasqueelGobiernode-
sarrollelasquepodránonoactivarnuestrainvestigación
yfomentarlainnovación.

Los datos de Eurostat nos ofrecen una primera radio-
grafía de la situación. La comparación del esfuerzo glo-
bal en I+D, con lo que supone la aportación a ese esfuer-
zo de los presupuestos públicos, aporta datos revelado-
res. La Unión Europea (UE) en su actual composición
(27 estados, UE-27) invierte un 2,0% de su PIB en I+D,
mientrasquelos15Estadosquelaintegrábamoshaceno
mucho (UE-15) alcanzan ya una inversión del 2,09% del
PIB. Los presupuestos públicos para I+D aportan como
media el 0,76% (UE-27) y el 0,78% (UE-15) respectiva-
mente, es decir, menos de la mitad del total, lo que supo-
nequelaspolíticasdeinversiónpúblicamovilizanrecur-
sos privados, empresariales fundamentalmente, en
cuantías importantes. No obstante si algo cabe destacar
eslaheterogeneidadexistenteenlaUE,cuyoobjetivode
invertirel3%enI+Dyasemarcóen2002peropermane-
ce inalcanzable, ahora se formula para dentro de unos
diezaños.Finlandia,porejemplo, invierteel3,8%global,

con el 1,1% proveniente del sector pú-
blico, pero otros estados como Dina-
marca (3,08% global) o Alemania
(2,8%)alcanzandestacadascotasdein-
versión, manteniendo una aportación
públicasuperioral0,9%delPIB.

Las espectaculares cifras de Corea
del Sur reflejan la potencialidad de los

países emergentes; este país alcanza ya el 3,3% de su PIB
en I+D, con una significativa contribución del sector pú-
blico que supone el 1,08%. Reveladores resultan igual-
mente los datos de Japón, 3,4% de I+D global, con sólo
un 0,75% de aportación pública, y los de Estados Unidos
cuyo 2,8% global ha requerido un crecimiento especta-
cular de la aportación pública, incrementada en los últi-
mos cinco años hasta el 1,38%. El país norteamericano
sin duda experimenta una deslocalización de las activi-
dades de desarrollo, ya que muchas de sus empresas
concentran esfuerzos en Asia. La respuesta sin embargo
sigue siendo firme, las empresas reclaman que el sector
públicosigamanteniendoelapoyoalainvestigaciónuni-
versitaria, con un énfasis especial en que se potencie la
investigación básica, porque entienden que de ahí ha de
surgirlamejorformadeapoyareldesarrolloylainnova-
ciónindustrial.

ElcasodeEspaña
Importa trasladar este análisis al caso español. Nuestra
I+D alcanza una inversión del 1,38% del PIB, con cifras
globales en descenso desde hace algunos años. De esta
decepcionante cuantía, además el sector público paga
más de la mitad, un 0,76%, lo que implica que parte de la
investigación empresarial se realiza con cargo al presu-
puesto público. Nada hay de censurable en ello, sucede
en todos los países. Lo peor es que en esta situación tam-
bién desciende el esfuerzo del sector privado empresa-
rial, es decir que nuestra I+D puede rentabilizarse me-
nos.Esurgenteplantearpolíticascientíficasquecorrijan
estasituación.Nosetratadereducir laaportaciónpúbli-
ca,puesestáclaroqueesaúninsuficiente.Peromásinsu-
ficienteeslatareadetransferenciadeconocimientopara
potenciar el desarrollo y la innovación. Con los retroce-
sosmencionadosdeañosrecientes,estamosenmínimos
en una tarea tan vital. Hemos de ocuparnos en posterio-
resartículossobrelaformaenquepodemosrespondera
ese reto: una investigación rentable y competitiva. Quie-
nes estamos convencidos de que eso es posible no pode-
mos conformarnos con una simple reorganización o
cambio de nombre de estructuras ministeriales. Hace
faltaunanuevapolíticacientífica.

¿Es competitiva y rentable nuestra I+D?

El ámbito de decisión
de los accionistas
de entidades intervenidas
es ahora coherente

No es suficiente
una reestructuración
ministerial, hace
falta una nueva
política científica
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Una regulación apropiada
para una situación extrema
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